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El pasado 5 de febrero, el presidente 
López Obrador conmemoró el Día de la 
Constitución con veinte propuestas de refor-
ma; entre ellas, una que busca modi�car la 
organización del poder judicial federal al 
cambiar la manera de decidir quiénes for-

man parte de este y de los poderes judiciales locales. Esta re- 
forma no cambia únicamente cuestiones super�ciales, sino que 
busca reestructurar por completo a uno de los tres poderes de 
la Unión. Por lo tanto, resulta imprescindible reconocer que 
estas alteraciones no nos afectarán a todas las personas por igual.

Hemos de empezar por el inicio: qué es lo que se propone. 
La reforma modi�caría los artículos 96 y 97 de la Constitución 
al reemplazar los procedimientos de nombramiento con una 
elección popular directa de todos los jueces federales, inclu-
yendo a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN), magistrados de circuito y jueces de distrito. Las 
elecciones se realizarían cada tres años, el primer domingo 
de junio, y coincidirían con otras elecciones de cargos públi-
cos, lo cual alinearía el proceso de designación de vacantes 
judiciales con el periodo electoral ordinario. Además, cabe 
recalcar que los periodos por los que las y los ministros serían 
electos disminuirían de quince años a doce, coincidiendo 
con los periodos presidenciales; se eliminarían las Salas de la 
Suprema Corte para resolverse todo por el Pleno y se reduci-
ría el número de ministras y ministros de once a nueve.

Ahora, como en casi toda propuesta de reforma, hay que leer 
las letras chiquitas. En este caso, son los transitorios. El segun-
do artículo transitorio dispone la celebración de una elección 
judicial extraordinaria, por única ocasión. Dentro de los treinta 
días del calendario posteriores a la promulgación de las inicia-
tivas, el Senado se encargaría de realizar una convocatoria para 
recibir las candidaturas que integrarán las listas para ocupar 
las posiciones de los operadores de justicia que se encuentran 
actualmente en funciones. Tras la aprobación de la lista de can-
didatos por parte del Senado, a través de una mayoría simple, 
los resultados serían remitidos al órgano electoral. Este orga-
nismo se encargaría de organizar el proceso de elección den-
tro de un periodo no mayor a un año desde la fecha de entrada 
en vigor de las reformas. El sexto artículo transitorio prescribe 
que todos miembros del poder judicial federal que se encuen-
tren en funciones al momento de aprobación de la reforma 
cesarán sus funciones en cuanto los servidores públicos selec-
cionados en la elección judicial extraordinaria tomen posesión.

Esto último es especialmente preocupante en tanto que, en 
materia penal, la SCJN ha señalado que el principio de inme-
diación se integra por los siguientes componentes: a) La nece-
saria presencia del juez en el desarrollo de la audiencia; b) La 
percepción directa y personal de los elementos probatorios 
útiles para la decisión; y c) Para su e�cacia, que el juez que 
intervenga en la producción de las pruebas personales sea el 
que emita el fallo del asunto. Así, se ha determinado que si 
la persona juzgadora que dictó la sentencia no es quien per-
cibió de manera directa y personal las pruebas desahogadas, 
resulta contrario al principio de inmediación y al principio de 
presunción de inocencia. En este escenario, no existen garan-
tías de que la persona juzgadora cuente con pruebas de cargo 
válidas para emitir su fallo. Lo anterior constituye una falta 
grave a las reglas del debido proceso y conduce a la reposición 
del procedimiento. Esto implicaría que en todos los asuntos 
donde ya se hubieran presentado las pruebas, y se cambie a la 
persona juzgadora, se tendría que reponer el procedimiento, 
lo cual dilataría aún más la emisión de una sentencia.

La presente propuesta carece de una de�nición explícita 
de los criterios aplicables para la selección de candidatos, así 
como de una aclaración sobre si la elección de los funciona-
rios judiciales se realizará a través de distritos electorales o cir-
cuitos judiciales. Además, no se especi�ca el umbral de votos 
necesario para asegurar la legitimidad del proceso electoral 
ni se detalla el mecanismo de �nanciamiento para las campa-
ñas electorales. Tampoco se establece quién o de qué manera 
veri�cará que los aspirantes a las posiciones jurisdiccionales 
cumplan con los requisitos estipulados en la propuesta de 
reforma. Cabe destacar la ausencia de cuidado hacia la par-
ticipación de instituciones académicas y la sociedad civil en 
el proceso de veri�cación de la idoneidad de los candidatos. 
En contraposición, la iniciativa delega al Senado la respon-
sabilidad de dicha veri�cación.

La falta de especi�caciones claras en estos aspectos podría 
tener varias implicaciones negativas. En primer lugar, la 
ausencia de criterios de�nidos para la selección de candida-
tos puede llevar a una falta de uniformidad y equidad en el 
proceso, abriendo la puerta a la subjetividad y posibles favo-
ritismos. En segundo lugar, no establecer un umbral de votos 
mínimo necesario para la legitimidad electoral podría resultar 
en la elección de candidatos sin un respaldo popular signi�-
cativo, lo que cuestionaría la representatividad y aceptación 
de dichos funcionarios.

por Melissa Ayala

LA ONEROSA (MAS NO 
HONROSA) DESTRUCCIÓN 
DEL PODER JUDICIAL

Aunque su aspiración sea en apariencia 

democrática, la reforma judicial propuesta 

por AMLO presenta más problemas que 

soluciones. Su falta de criterios claros en 

el proceso de selección y el financiamiento 

puede favorecer a jueces que prioricen la 

popularidad sobre la justicia.



L E T R A S  L I B R E S

S
E

P
T

I
E

M
B

R
E

 2
0

2
4

3 5

La inde�nición sobre el �nanciamiento de las campañas 
electorales también es preocupante, ya que podría derivar en 
una falta de control y transparencia sobre los recursos utiliza-
dos, fomentando potenciales prácticas de �nanciamiento ilí-
cito o desproporcionado. Además, sin un mecanismo claro 
para la veri�cación de los requisitos de las y los candidatos, 
se corre el riesgo de que personas no cuali�cadas –por ejem-
plo, con antecedentes de acusaciones de acoso sexual o vio-
lencia laboral o con con�ictos de interés– accedan a los más 
altos puestos judiciales.

La omisión de la participación de la academia y la socie-
dad civil en la veri�cación de candidatos representa una opor-
tunidad perdida para incorporar una perspectiva imparcial y 
técnica en el proceso. Al delegar esta responsabilidad exclu-
sivamente en el Senado, se centraliza el poder de decisión, 
lo cual puede ser percibido como un movimiento hacia la 
concentración de poder y una reducción en la participación 
democrática.

La elección popular de personas podría incrementar sig-
ni�cativamente el riesgo de que las y los candidatos a magis-
trados prioricen su interés por satisfacer las demandas de los 
votantes buscando una posible reelección. Si bien el derecho 
no está hoy tajantemente separado de la política, reemplazar 
toda lógica técnica con una dinámica electoral en los poderes 
judiciales pone en riesgo su capacidad de tomar decisiones 
impopulares. En particular, si las y los jueces temen un castigo 
del electorado tendrán incentivos para negarse a emitir sen-
tencias que contradigan los amplios prejuicios sociales. Una 
anécdota relatada por la ministra Loretta Ortiz ilustra los ries-
gos de esta dinámica: en Estados Unidos, un juez local electo 
condenó a muerte a un migrante mexicano, incluso contan-
do con pruebas de su inocencia. Cuando ella preguntó al juez 
las razones de esa decisión, su respuesta fue: “Es que esto me 
dio más popularidad.” En el contexto de nuestro país, no es 
difícil pensar que pudieran emerger consideraciones pareci-
das en temas relativos a las personas migrantes, los derechos 
reproductivos de las mujeres, la igualdad para la diversidad 
sexual y las libertades de muchas otras poblaciones.

Tomemos el caso de las personas trans, cuya inclusión ha 
sido defendida en numerosas sentencias de la SCJN a lo largo 
de los años. Desde 2009, las y los ministros establecieron que 
reconocer la identidad de género en las actas de nacimien-
to es fundamental para hacer valer la dignidad de las per-
sonas. Apenas el año pasado, invalidaron disposiciones en 
cinco estados de la república que prohibían la adecuación de 
documentos para infancias y adolescencias trans. Y en febre-
ro de 2024, al analizar la ley sobre feminicidio en Michoacán, 
concluyeron que esta incluía tanto a mujeres cisgénero como 
a mujeres trans, pues de�nía como posibles víctimas simple-
mente a “las mujeres”.

Todas estas sentencias son congruentes con la Constitución 
y con las obligaciones internacionales de México –que 
prohíben todo tipo de discriminación–, pero no han sido 

populares. Basta con asomarse a cualquier publicación sobre 
el tema en las redes sociales de la Corte para constatar que 
son objeto de descontento, reclamos e insultos desde diver-
sos frentes. Esto no es de sorprender, pues de acuerdo con la 
Enadis 2022 un tercio de México ni siquiera estaría dispues-
to a rentarle un cuarto a una persona trans.

Finalmente, hablemos del costo que esta elección impli-
caría. De acuerdo con los datos del Inegi, en México existen 
1,665 personas juzgadoras federales y 5,628 personas juzgado-
ras locales. La reforma judicial plantea elecciones para todos 
esos cargos. Con las modi�caciones propuestas, restando los 
dos asientos de ministros que se propone eliminar, y sumando 
los cinco puestos nuevos destinados al tribunal de disciplina 
que se propone crear, estaríamos hablando de un total –solo 
a nivel federal– de 1,668 puestos a ser electos donde, siguien-
do lo que dice la propuesta de reforma, habría por lo menos 
10,442 candidaturas.

Para dimensionar estos números vale la pena recordar que 
el pasado 2 de junio las elecciones contaron con 2,251 candi-
datos y se destinaron 8,802,824,500 pesos para organizar el 
proceso electoral federal. Si se hiciera el proceso para elegir 
a las personas juzgadoras federales con la misma rigurosi-
dad con la que se realizaron las pasadas elecciones y siguien-
do la normativa electoral existente, estaríamos hablando de 
la necesidad de destinar 44,014,122,500 pesos para que el INE 
organice estas elecciones solo para los puestos federales. Esto 
es 5.5 veces más que el actual monto.

Así pues, con este trasfondo podemos a�rmar que la refor-
ma presenta varias preocupaciones signi�cativas, aunque 
aspire a democratizar el proceso de nombramiento judicial. 
La falta de criterios claros para la selección de candidatos, 
la ausencia de mecanismos de�nidos para el �nanciamien-
to de campañas y la omisión de la participación de institu-
ciones académicas y de la sociedad civil en la veri�cación de 
candidatos pueden conducir a prácticas de favoritismo, falta 
de legitimidad y posibles con�ictos de interés. Además, la 
elección popular de jueces podría comprometer la impar-
cialidad judicial, ya que los candidatos podrían priorizar la  
popularidad sobre la justicia, afectando negativamente a  
la protección de derechos fundamentales y la aplicación del 
debido proceso.

Finalmente, el alto costo de organizar elecciones para 
todos los cargos judiciales federales y locales, estimado en más 
de 44 mil millones de pesos, plantea dudas sobre la viabili-
dad �nanciera de la propuesta. En conjunto, aunque la refor-
ma busca mejorar la representatividad del poder judicial, sus 
implicaciones y desafíos sugieren la necesidad de un análi-
sis más profundo y de salvaguardias adicionales para garan-
tizar su efectividad. ~

MELISSA AYALA es licenciada en derecho por el ITAM y maestra en 
derecho por la Universidad de Harvard. Cuenta también con estudios de  
gobernanza con perspectiva de género por la Escuela de Gobierno del 
Tecnológico de Monterrey.
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El 29 de diciembre de 2023 la Fiscalía 
General del Estado de Michoacán llevó a 
cabo un operativo para el desmantelamiento 
de una red de antenas y equipo de cómpu- 
to que el grupo criminal “los Viagras” utili-
zaba para brindar internet de forma mono-

pólica y a precios elevados a la población de Tierra Caliente. 
Cuando hablamos de inseguridad, violencia y crimen orga-
nizado en México, referirnos solamente al narcotrá�co ya 
es insu�ciente. El crimen organizado se ha expandido no 
solamente en número, sino en actividades como la provi-
sión de bienes y servicios en diversos territorios. Tan solo 
para el año 2020, el Programa de Política de Drogas ya esti-
maba la presencia de, al menos, 150 grupos criminales acti-
vos en los 32 estados del país.

La fragmentación de los grupos del crimen organizado 
es, en parte, una consecuencia de la estrategia de seguridad 
que abanderan los enfrentamientos y los “combates fron-
tales” de las fuerzas armadas, los cuales han persistido a lo  
largo de los años y se han intensi�cado a partir del inicio de la  
“Guerra contra las drogas” hasta la actualidad. Este prolon-
gamiento de la “guerra” ha provocado que los grupos del 
crimen organizado busquen formas de sobrevivir. Como “los 
Viagras”, muchos grupos criminales han expandido su “car-
tera” de actividades para establecer control territorial. A lo 
largo de los años, hemos visto la diversi�cación de los mer-
cados ilegales hacia la trata de personas, la extorsión e, inclu-
so, hacia actividades �scales y regulatorias como el cobro de 
impuestos, micropréstamos y, como mencioné, la provisión 
de bienes y servicios.

Para entender la violencia que se vive en México es nece-
sario entender que el crimen organizado no existe sin el 
Estado. El crimen organizado existe porque hay un Estado 
que lo permite. La relación entre el Estado y el crimen orga-
nizado no es una suma cero, sino más bien un continuo de 
colaboración-competencia. Esta relación ha �uctuado a lo 
largo de los años en un contexto de guerra criminal, cuyos 
antecedentes datan de los años ochenta para el caso mexi-
cano. En 1985, el homicidio de Enrique “Kiki” Camarena, 
un agente de la Drug Enforcement Administration (DEA), 
llevó a una crisis interna dentro del cártel de Guadalajara 
y a su posterior fragmentación. Esto sentó las bases para 
el crecimiento de nuevos grupos del crimen organizado y 

una intensi�cación de la violencia relacionada con el nar-
cotrá�co. En los años noventa, mientras el sistema político  
mexicano empezaba una transición democrática –con el 
PRI perdiendo algunas gubernaturas estatales y, en el año 
2000, el Partido Acción Nacional (PAN) ganando por pri-
mera vez una elección presidencial a nivel federal–, la rela-
ción entre el Estado y el crimen organizado mostró signos 
de �uctuación. Durante el mandato de Vicente Fox (2000-
2006), aunque hubo intentos de reforma, las estrategias con-
tra el narcotrá�co fueron menos intensivas en comparación 
con su sucesor. En 2006, cuando Felipe Calderón asumió la 
presidencia, dio inicio la llamada “Guerra contra las drogas” 
caracterizada por un conjunto de operativos de despliegue 
de fuerzas del Estado y planteada como una estrategia de 
“combate frontal y e�caz al narcotrá�co” de acuerdo con el 
Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. Esta política marcó 
una nueva era de confrontación abierta entre el Estado y los 
grupos del crimen organizado, exacerbando la violencia. La 
guerra se convirtió en política de seguridad.

A partir de 2018, con Andrés Manuel López Obrador en 
el poder ejecutivo, se introdujo la estrategia discursiva de 
“abrazos, no balazos” que enfatizaba la reducción de la con-
frontación directa y el fortalecimiento de programas socia-
les para abordar las causas profundas del crimen, aunque 
la violencia y la presencia de las fuerzas armadas en seguri-
dad pública continuaron e, incluso, se intensi�caron. Una de  
las promesas de campaña de Andrés Manuel fue regresar al 
ejército a sus cuarteles. Sin embargo, no solamente no relegó 
del espacio público a las fuerzas armadas, sino que, durante su 
sexenio, se les otorgó más poder mediante una mayor asigna-
ción de presupuesto y de tareas de carácter civil. Hemos vivi-
do periodos de colusión históricos entre ciertos funcionarios 
del Estado y grupos criminales, lo cual re�eja un grado de 
tolerancia y colaboración muy singular. Por ejemplo, la inves-
tigación del caso Ayotzinapa en 2014 reveló nexos profundos 
entre autoridades locales, el crimen organizado y el ejérci-
to, dejando al descubierto la complejidad y las �uctuaciones 
en esta relación. Y es todavía más preocupante que desde el 
poder estatal se cubran este tipo de investigaciones con tal 
de proteger la legitimidad de instituciones como el ejército.

Los estudios académicos a nivel subnacional en México 
han encontrado que existe una relación causal entre los ope-
rativos permanentes de “combate frontal al narcotrá�co” 

por Ytzel Maya

LUZ VERDE OLIVO: 
LA GUERRA COMO 
POLÍTICA

“Abrazos, no balazos”, ha sostenido el presidente 

desde 2018; no obstante, durante su sexenio ha 

otorgado mayor presupuesto a las fuerzas armadas e 

intensificado sus tareas. La administración entrante 

debe reconocer que la estrategia no ha funcionado, 

pues la militarización ha incrementado la violencia en 

lugar de aminorarla.
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por parte de las fuerzas gubernamentales, especialmente 
aquellos al mando de militares, y el incremento de la tasa 
de homicidios. La literatura apunta a que estas formas de 
intervención estatal directa tienden a generar competencia, 
fragmentación y multiplicación de estos grupos, lo que pro-
duce mayores niveles de violencia letal. Estamos, entonces, 
frente a una encrucijada: ¿por qué continuar con la guerra?

Este primero de octubre de 2024 iniciará el mandato de 
Claudia Sheinbaum con una consigna especial: darle conti-
nuidad al proyecto de la Cuarta Transformación. La militari-
zación ya no solo de la seguridad, sino de la vida pública, es 
una de las políticas que abandera ese proyecto. La presiden-
ta electa ha manifestado en diversos foros la necesidad de  
trasladar el mando civil de la Guardia Nacional hacia un 
mando militar, a pesar de que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN) en el año 2023 declaró como inválida 
la adscripción militar de esta institución de seguridad. El 
interés en consignar a la Guardia Nacional bajo un mando 
militar viene acogido por una confrontación con el poder 
judicial, cuya reforma se ha vuelto inminente.

Insistir en la militarización es insistir en la continuación de 
la guerra. La militarización, como hemos visto en los últimos 
años, ha incrementado la violencia en lugar de disminuirla. En 
el año 2000, de acuerdo con cifras del Inegi, la tasa de homici-
dios era de 5.4 por cada 100 mil habitantes; en 2010, en pleno 
apogeo del sexenio de Felipe Calderón, la tasa era de 11.4; para 
el 2020 esta tasa ya había aumentado a 14.4 homicidios por 
cada 100 mil habitantes. La estrategia de confrontación directa 
con grupos criminales tiende a provocar reacciones violentas y 
a fragmentar a estos grupos, multiplicando los actores armados 
y elevando los niveles de con�icto. Esta dinámica no solo pone 
en peligro la seguridad, sino que perpetúa un ciclo de violen-
cia que socava cualquier intento de construir una paz durade-
ra y sostenible. La política de guerra ya no puede seguir siendo 
una política de seguridad.

Las fuerzas armadas históricamente han operado 
bajo la falta de transparencia y de rendición de cuentas. 

Mantenerlas con una mayor capacidad de poder en el 
ámbito de la vida pública signi�ca la exacerbación de la 
guerra. El peligro se ampli�ca cuando consideramos el 
avance de la ultraderecha en el mundo, que abre la posibi-
lidad de un cambio en el espectro político hacia un gobier-
no “de derecha”. Si dejamos a unas fuerzas armadas muy 
fortalecidas bajo un mando civil debilitado, estas pueden 
convertirse en una herramienta de represión y control 
en manos de un régimen autoritario. ¿Qué estrategias de 
regulación y control de las fuerzas armadas se plantea la 
nueva administración?

El siguiente gobierno tiene una tarea pendiente: la paci-
�cación del país. Y esta, por antonomasia, no puede estar 
liderada por la presencia de grupos armados en el espa-
cio público. La gobernanza democrática estable y efectiva 
requiere una división de funciones clara y funcional entre 
las autoridades civiles y las militares. Las fuerzas armadas 
deben estar bajo el control de las autoridades civiles electas 
para asegurar la subordinación militar a la política demo-
crática y evitar el militarismo. Esto implica mecanismos ins-
titucionales que aseguren que las decisiones estratégicas y 
de defensa se alineen no solo con las políticas del gobierno 
civil, sino con principios de paz, seguridad y justicia. No 
mantener las relaciones cívico-militares con fronteras claras 
puede derivar en una erosión de la autoridad civil, donde 
los militares podrían tomar decisiones fuera del marco 
democrático, poniendo en riesgo la estabilidad política y la 
paz social. En ausencia de una supervisión adecuada, existe 
el peligro de que las fuerzas armadas ejerzan un poder des-
medido, comprometiendo los principios democráticos. Un 
gobierno que se autodenomina de izquierda debería tener 
esto presente. Sin embargo, la posibilidad de una paulati-
na paci�cación del territorio se avizora muy lejana frente a 
la militarización como política de seguridad. ~

YTZEL MAYA (Nezahualcóyotl, 1993) es escritora y doctorante en 
ciencia política por el CIDE.


